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UNIDAD JUDICIAL PENAL CON SEDE EN EL CANTÓN MORONA DE MORONAT'''"  

SANTIAGO. Morona, miércoles 9 de septiembre del 2020, las 10h18. V.Istq's ‘1 fal  1 

ciudadana GENESIS JANINNA PENARE', JINIENEZ comparece y presen a dccioro Vc..\-its,t,  

	

constitucional de - 	por violación del derecho constitueional a la propie a ,a%ene<axj,„,\y, 

	

.. 	___ , 	 -e • 4p,c,  
contra del Capitán e . olida Víctor Auquilla Delgado Jefe de la Policía jácial ie3" 

t(' 
Macas -Morona Santiago- y del Procurador General del Estado, e indica: Se tiene  
antecedente que con fecha 12 de junio del 2020 a las 9h43, el Teniente Pablo Vicente 
Álvarez Castillo elaboró un partc policial en la cual refiere en lo principal que el día 11 de 
junio del 2020 a las 18h00 mediante llamada telefónica del Ecu 911 se les hizo conocer 
que en la ciudad de Loja se ha instaurado una denuncia por un presunto robo del vehículo de 
Placas AGJO98, Modelo Tucson 5P 4x2. 2.0TM, color plateado clase JEEP, Motor 
número G4GC8334811, Chasis Nro, kill-UM81BP9U009907, consecuentemente refiere 
que tomando el debido procedimiento y por tratarse de un asunto flagrante ha retenido el 
mentado vehículo. Así mismo se tiene que el día 11 de junio del 2020 a las 181130 ingresa 
mi vehículo antes singularizado al :anchor' de retención vehicular de la Policía Judicial de 
Macas que en la ciudad de Loja se tramita una investigación previa por el delito de abuso de 
confianza en contra del Policía Angel Ajdaz por cuanto el denunciado se negaba a devolver 
el vehículo de mi propiedad; sin embargo, la Fiscal que conoce de esta noticia criminal Dra. 
Carmen Herrera, una vez que se practicaron todas las diligencias respectivas, justifico la 
propiedad de mi vehículo se solicitó a dicha fiscal que se sirva realizar la devolución dei 
vehículo teniendo como respuesta mediante impulso fiscal de fecha 27 de agosto del 2020 a 
las 12H02 refiere lo siguiente: Despachando el escrito que antecede presentado por la 
denunciante Génesis Peñafiel no se dispone la devolución del, automotor que peticiona toda 
vez que el mismo no ha sido puesto a órdenes de la suscrita Agente Fiscal, ahora bien 
teniendo como antecedente lo referido por la Dra. Carmen ['Terrera en calidad de Fiscal del 
cantón Luja se procedió a realizar las averiguaciones pertinentes en la Policía Judicial de 
Macas a fin de que indiquen quien es la autotidad que conoció del Parte Policial, de fecha 12 
de junio del 2020 elaborado por el Teniente Pablo Álvarez teniendo corno respuesta que 
desconocen del particular en otras palabras no se ha hecho conocer a ningún Fiscal frente a 
ninguna autoridad judicial por otro lado al solicitar la devolución de mi vehículo al Jefe de la 
Policía Judicial de Macas señor Capitán Víctor Auquilla Delgado supo indicar que el 
vehículo antes singularizado no se puede devolver sin la orden judicial respectiva; sin 
embargo, hasta la presente fecha no existe autoridad judicial que conozca del parte antes 
descrito y de la retención que se practicó a mi vehículo es claro entonces que se ha realizado 
por procedimiento irregular y dicho nrocedim lento me ha causado un grave perjuicio toda vez 
que desde el 11 de junio del 2020 no he podido hacer 1130 de mi vehículo es más mi vehículo 
se encuentra a la intemperie lo que está causando un deterioro en la carrocería. Pruebas para 
demostrar nuestras argumentaciones: Copia notariada del contrato de compraventa matrícula 
revisión vehicular cédula y certificado de votación de la compareciente. Solicitó señor Juez 
que oficie a las siguientes entidades: Al señor Capitán Víctor Auquilla Delgado en calidad 
de Jefe de la Policía judicial de Macas a fin de que certifique las razones por las cuales se 
encuentra retenido mi vehículo de Placas A0J098, Modelo Tucson 51)  4x2. 2.0TN1, color 
plateado clase jEPP, Motor número G4GC832-1811, Chasis híro, KMIUM81BP9009907. 
Así mismo indique a órdenes de qué autoridad se encuentra el vehículo retenido. Así mismo 
indique qué autoridad ordenó la retención del vehículo de Placas A011098, Modelo Tucson 51' 
4x2, 2.0TM, color plateado clase JEPP, Motor número C4GC8334811, Chasis Nro. 
KMH,TM8113P9009907. Que se oficie al representante legal de la Dirección Nacional 
Preventiva Comunitaria de Civalaquiza a fin de que emitan copias certificadas del Parte 
Policial suscrito por el Teniente Pablo Vicente Álvarez Castillo de fecha 12 de junio del 9020 
a las 09H43 en la cual se hace conocer de la retención del vehículo de placas AGJO98, 



Modelo Tucson 5P 4x2. 2.0T.M, color pimeado clase JEEP, Motor número 04GC8334811, 
Chasis Nro. KMIUM.81E3P9U099907. Así mismo solicitó indique qué autoridad judicial 
ordenó la retención. Copia del impulso fiscal de fecha 27 de agosto del 2020 a las 121102 
suscrita por la doctora Carmen Ilerrera en calidad de fiscal del cantón Laja en la cual 
manifiesta que no se dispone la devolución de mi vehículo toda vez que el mismo no ha. sido 
puesto a órdenes de la dicha Fiscal. Petición final. Sr declare vulnerado el derecho 
propiedad. Que disponga el señor Capitán Víctor Auquilla Delgado en calidad de Jefe de la 
Policía Judicial de Macas realice la devolución, de mi vehículo de Placas ACi1098, Modelo 
Tucson 5P 4x2. 2ÁYI7vL color plateado clase JEPP, Motor número 04GC8334811, 
Chasis Nro. KMIUM81131)91/009907. 	De acuerdo a lo dispuesto en el.nunneral 3 del. Art. 
86 	de la Constitución ele la República, en relación con el Art. 13 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional se convoca a la audiencia oral y pública a 
la que comparece la accionante para que demuestre, de ser posible, el daño y los 
Fundamentos de la acción, quien por intermedio de su defensor procede a dar lectura al 
libelo de la acción; luego de lo cual se le confiere la 	palabra al Capitán de Policía 
Victor Auquilla Delgado, el que comparece con el Asesor de la Subzona de Policía 
Moruna Santiago Nro. 14 Abogado Angel Ramón Rodas e indica: Conforme hemos 
escuchado la petición realizada en contra la Policía Nacional. Existe de 	falta de 
legitimación pasiva en contra del Capitán Victor Auquilla pues quien tiene la Procuración 
Judicial es la Ministra de acuerdo a lo que dispone la ley, en tal razón no sabemos porqué 
comparece el Capitán Victor ;taquilla. En esta diligencia vamos a demostrar el abuso del 
derecho, pues con esta acción de protección pretenden desconocer un ordenamiento jurídico. 
Efectivamente el 12 de junio el Teniente Alvarez Pablo Vicente recibe una llamada del Picar. 
911 en donde le informan sobre un posible robo de U» vehículo, se logra ubicar con el GPS el 
vehículo en la ciudad de Gualaquiza, se realiza todo el procedimiento, procede a ubicar el 
vehículo, realiza un Parte Policial, noticia crimines que hace conocer las circunstancias de la 
recuperación del vehículo, El Teniente Álvarez pone a conocimiento de autoridades 
judiciales mediante Oficio 2020-339-1.7PCG-DS-S7J4S-NO. 14 de fecha 12 de junio dirigido 
al señor Agente Fiscal con sede en el cantón Gualaquiza co donde consta el recibido. En 
Monina Santiago existe un soto patio de retención k 'eh i u la r que se encuentra ubicado en la 
ciudad de Macas, este vehículo ingresa a la Policía Judicial de Morona Santiago a través de 
cadena de custodia con fecha 311 de junio,. Nos llama la atención que mediante Oficio 
FPL-FESR3- 795-2020-001735-02029-01 de fecha 17 de junio del 2020 suscrito por la 
Agente Fiscal Herrera Carmen, dispone se practique la diligencia de reconocimiento técnico 
mecánico del vehículo que se encuentra ingresado en los patios de la Policía Judicial del 
cantón Macas, provincia de Morena Santiago. El Capitán Víctor Auquilla, para que realice 
la diligencia de intbrine técnico mecánico con fecha 5 de agosto suscrito por Jorge Recalde. 
Una vez realizada la pericia se envía un correo electrónico al jefe de la Policía Judicial de 
Loja informando la realización de la pericia. Se dice que se ha pedido la devolución del 
vehículo al- Capitán Victor Auquilla. El señor 'Policía Taipe certifica que no ha ingresado 
documento de autoridad competente para la devolución del vehículo, Los Partes Policiales 
se ponen en conocimiento de autoridad competente, si es que no existe coordinación entre 
fiscales no es responsabilidad de la Policía Nacional. Tratan de sorpre.nder diciendo que 
hemos violado el procedimiento. Se debe cumplir ci ordenamiento jurídico, el Art. 42 No, 4 
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional dice: cuando el 
acto administrativo pueda ser impuanado en la vía judicial., salvo que se demuestre que la vía 
no fuere adecuada ni eficaz, 	con la acción de protección se pretende desconocer el 
ordenamiento  kairídico, el art. 467 ciel CO1P indica cuando se debe realizar la devolución del 
vehículo detenido. Solicitarnos 	se declare improcedente esta acción por no existir 
vulneración de derechos constitucionales. El Ab. 13yron Vasquez Vargas, en representación 



de la Procuraduría General del Estado manifiesta: solicito el termino de euatro/díasjpárd 	,r.ya 

ratificar mi intervención. La Ley Orgánica de Gruandas Jurisdiccionales It Contirolb  

Constitucional en su A. 40 indica cuándo se puede presentar una acción de protleción,,Sb:\?.as».--,a!la‘ 

dice que el vehículo ha sido retenido sin contar con orden de autoridad competente;ase 
que se ha procedido a la detención del vehículo por una llamada del Ecu 911. Fue láseoliecicit  ‘<<.5Ñ' 

de Gualaquiza la que habría realizado la detención. La Fiscal de I.,oja indica que se deer 5  

realizar las pericias respectivas en el vehículo detenido la entidad administrativa en su 
momento no ha realizado arbitrariedad alguna, ha realizado una pericia por la noticia 
crimines, de acuerdo a lo previsto en el Código Orgánico integral Penal, se debía realizar 
el trámite para la devolución del vehículo. Pero no ha sido posible porque no existe orden de 
autoridad competente. De manera que se debe desechar la presente acción. 	Es 

necesario emitir la resolución que fue anunciada verbalmente por lo que para hacerlo se 
considera; PRIMERA.- En la tramitación de la causa no se ha vulnerado solemnidad 

substancial alguna que invalide la causa por lo que se declara su validez; SEGUNDA.- La 
competencia ha quedado radicada en la Unidad Penal del cantón Morona a cargo del 
suscrito por el sorteo de Ley y de acuerdo al Art. 7 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, que establece la competencia para conocer las 
causas tanto a los jueces del lugar en donde se origina el acto u omisión o donde se produce 
sus efectos; TERCERA.- El Art. 88 de la Constitución de la República del Ecuador 
proclama: " La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los 
derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración 

de derechos constitucionales, por actos o omisiones de cualquier autoridad pública no 

judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los 
derechos constitucionales; y, cuando la violación proceda de una persona particular, si la 
violación del derecho provoca darío grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa 
por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, 
indefensión o discriminación". El Art. 9 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional dice: Legitimación activa.- Las acciones para hacer efectivas las 

garantías jurisdiccionales previstas en la Constitución y esta ley, podrán ser ejercidas: a) Por 
cualquier persona, comunidad, pueblo, nacionalidad o colectivo, vulnerada o amenazada en 
uno o más de sus derechos constitucionales, quien actuará por sí misma o a través de 
representante o apoderado; y, b) Por el Defensor del Pueblo. Se consideran personas afectadas 
quienes sean víctimas directas o indirectas de la violación de derechos que puedan demostrar 

daño. 	El Art. 41 Ejusdem se refiere a la Procedencia y legitimación pasiva.- La 
acción de protección procede corma: I. Todo acto u omisión de una autoridad pública no 
judicial que viole o haya violado los derechos, que menoscabe, disminuya o anule su goce o 
ejercicio, (,...). En el Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden 

Público el Artículo 64 establece: 	el 	Ministro o Ministrar El titular del. ministerio 

rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden público tendrá las siguientes 
funciones: 4. Ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial de la Policía Nacional. 
CUARTA.- El Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador determina: " En 

todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 3. Nadie 
podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, 110 esté 

tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le 
aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una 

persona ante un juez o autoridad, competente y con observancia del mimite propio de cada 
procedimiento. La disposición constitucional transerira, no solo consagra al derecho a ser 
juzgado por un juez competente como una garantía del debido proceso, sino también como 
parte sustancial del derecho a la defensa, en este sentido, la Norma Suprema establece la 



obligación de que IZIS personas que se someten a un proceso en el que se resuelva sobre sus 
derechos y obligaciones deben ser juzaadas por autoridades competentes y en base a un 
procedimiento especifico que corresponda al tipo de controversia que se ventile, es decir, la 
norma constitucional consagra la competencia de los jueces y otras autoridades corno una más 
de las garantías tendientes a aseadrar el desairo ilo de procesos adecuados y el ejercicio de la 
defensa de las panes en igualdad de condiciones,base a la aplicación de las reglas y 
particularidades atinentes a cada procedimiento. 	cuales deben estar previamente 
establecidas en el ordenamiento jurídico. El A.rt. 82 ibídem.- El derecho a. la seguridad 
jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas 
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes. El concepto de la 
seguridad jurídica alude al conjunto de condiciones necesarias para anticipar las 
consecuencias jurídicas de la conducta personal y de la da terceros; que propuesto como 
principio constitucional, significa que el orden jurídico proscribe cualquier práctica en el 
ejercicio del poder que conduzca a la incertidumbre, es decir, a la imposibilidad de anticipar o 
predecir las consecuencias jurídicas de la conducta; que no se trata de una regla susceptible de 
invocarse para valorar los actos de poder creadores de normas particulares, si son el resultado 
de l'acultades regladas. En efecto, si tales actos se apartan de lo ya establecido en la ley, habrá 
un problema de legalidad del auto en s1, sin que pueda decirse que está en juego la garantía 
constitucional de la seguridad jurídica, porque el conjunto de condiciones que la configuran 
no ha sido alterado. Distinto es el caso de les actos creadores de normas generales: las leyes, 
las ordenanzas, los reglamentos, pueden atentar directamente contra la seguridad jurídica en 
cuanto establezcan reglas de alcance general de emta aplicación se genere la incertidumbre 
jurídica, lo que ocurre, por ejemplo, con las te:tes retroactivas: de la existencia de normas que 
atenten directamente contra la seguridad jurídica y que nace la vinculación entre el debido 
proceso y la garantía constitucional a la seguridad jundiea, ya que esta última no es sino una 
regla del debido proceso aplicable al ejercicio del poder normativo. Gaceta Judicial Año 
CIV. Serie XVII, No. 11. Página 3428,(Quito, II de julio de 2002)„Así mismo la 
SENTENCIA No. 243-17-SEILCC CASO No. 013212-EP. "En este sentido, el derecho en 
cuestión es aquel que garantiza el respeto de las normas contenidas en la Constitución de la 
República y en el resto del ordenamiento jurídico, por lo que permite que las personas tengan 
certeza que las autoridades competentes respeten sus derechos :a través de la debida 
observancia de la normativa clara, previa y publica. Al respecto, el Pleno del Organismo en 
su decisión No. 351-16-SER-CC, dictada en el caso No. 1573-1 1 -EP, manifestó: El artículo 
82 de la Constitución de la República del Ecuador determina el derecho a la seguridad 
jurídica, mismo que se halla articulado con el cumplimiento de las normas constitucionales, 
por lo que aquellas que formen pare del ordenamiento jurídico deben encontrarse 
determinadas previamente, además deben ser claras y públicas; solo así se tendrá certeza de 
que la normativa existente en la legislación será aplicada cumpliendo ciertos linemnientos que 
generan confianza acerca del respeto de los derechos consagrados en el texto constitucional. 
Igualmente, la Corre Constitucional en la sentencia No. 204-16-SU-CC, emitida en el caso 
No. 1153-11-EP, indicó que:... la seguridad jurídica representa el elemento esencial 

imonio común dentro de un estado consúmelo/tal de derechos y justicia, la cual garantiza 
ante todo el respeto a la Norma Suprema, así como una convivencia jurídicamente ordenada-, 
una certeza sobre el derecho escrito y vigente, así como el reconocimiento y la provisión de la 
situación jurídica. Para aquella, se prevé que las animas que formen parte del ordenamiento 
jurídico se encuentren determinadas previamente, debiendo ser claras y públicas, teniendo 
siempre la certeza de que la normativa existente en el ordenamiento jurídico, será aplicada 
cumpliendo ciertos lineamientos que generan la confianza acerca del respeto de los 
principios, derechos y disposiciones consagrados en el texto ronstitucional...En aquel sentido, 
la seguridad jurídica es un derecho 1;0ns:1MR:iota relacionado con la observancia de las 
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normas previas, claras y públicas por pa3tc de lasautoridades competentes y que tien91coinnl.,s.; 

objetivo impedir la realización de actividades arbitrarias por parte cíe los operadóreS de:;» 

justicia con el fin de dotar de certeza jurídica a los ciudadanos y ciudadanas. QUÍNTnnS)ItLun\- 

Cabe destacar que la Corte Constitucional del Ecuador en la sentencia N.° 102-1.3-SEP-CC,  

dentro del caso N° 0380-10-EP determinó: 	En efecto, la tutela de los derlehoscs' 
N 	 e  

constitucionales exige que el modelo procedimental de la acción de protección -y 
garantías jurisdiccionales en general- se encuentre desprovisto de requisitos formales y 

ofrezca, de manera ágil y dinámica, una protección efectiva y oportuna al titular del 

derecho posiblemente afectado. En concordancia, con lo establecido en la Constitución, la 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional desarrolla los preceptos 
constitucionales, detallando más aún el procedimiento informal, rápido y eficaz de las 

garantías junisdieeionales. Así, en el título II, Capitulo Primero, relativo a las normas 

comunes de las garantías jurisdiccionales de los derechos constitucionales, se establece en el 
artículo 10 el contenido de la demanda, disponiendo a los jueces constitucionales que si no se 
observan dichos requisitos ordenen completarla en el término de tres días, e inclusive, en caso 
de transcurrido este término, si la demanda continua incompleta, pero del relato .de los hechos 
se desprende que hay una vulneración de derechos grave, la jueza o juez deberá tramitada y 
subsanar la omisión de los requisitos que están a su alcance, para inmediatamente convocar a 

audiencia, es decir, el procedimiento de garantías jurisdiccionales de los derechos se 
desarrolla con características propias que denotan una informalidad en su 

sustancias:ion. 	Las juezas y jueces constitucionales que conozcan de una acción de 
protección, deberán realizar un profiindo análisis acerca de la real existencia de la vulneración 
de derechos constitucionales en sentencia, sobre la real ocurrencia de los hechos del Caso 
concreto. Las juezas o jueces constitucionales únicamente, cuando no encuentren vulneración 
de derechos constitucionales y lo señalen mofivadamente en su sentencia, sobre la base de los 
parámetros de razonabilidad, lógica y comprensibilidad, podrán determinar que la justicia 
ordinaria es la vía idónea y eficaz pan resolver el asunto controvertido. La ley de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional en el A.rt 10 dice: Contenido de la demanda de 
garantía.- La demanda, al menos, contendrá: 8. Los elementos probatorios que demuestren 
la existencia de un acto u omisión que tenga como resultado la violación de derechos 
constitucionales, excepto los casos en los que, de conformidad con la Constitución y esta ley, 
se invierte la carga de la prueba. En la presente acción de protección el Asesor Jurídico 
de la Subzona de Policía Monina Santiago Nro. 14 ha presentado como elementos 

probatorios: 	Las copias certificadas conferidas puf el Subteniente de Policía Jeffersen 
Estalin Pilataxi Jefe de Talento Humano del Distrito Sur de la Subzona Morona Santiago 
Nro. 14 que se refieren al Parte Policial Nro. 2020-061.209432267713 de fecha 12 de 
junio del 2020 a las 09H43 Parte elevado al Coronel de Policía Willam Patricio Ron 
Caicedo y suscrito por el Teniente Pablo Vicente Alvarez Castillo en las circunstancias 
del hecho consta: Por medio del presente Parte Policial me permito poner en su 
conocimiento mi Coronel que encontrándome de servicio Corno Jefe del Distrito Sur recibí 
una llamada telefónica del Enu-911/1.,ola estando a los equipos del Sr. Pionero 1 mi Capitán 
Roberto Quilumba quien me informó que había ingresado tina ficha a su despacho sobre una 
denuncia a la PI del Distrito Loja acerca del robo de un vehículo en el sector de Carigan 
Loja y que posiblemente el mismo se encuentra ubicado en el cantón Gualaquiza sector 
Ciudadela Nueva, calle Cedros y Arupos por lo que de inmediato me traslade a la dirección 
antes del mención a verificar mencionado vehículo pudiendo visualizar el mismo frente a una 
vivienda de tres pisos posterior me bajé de la unidad a pedir información en dicho inmueble 
tomando contacto con el señor Marcelo Molina quién me manifestó ser propietario de la 
vivienda posterior le pregunté sobre vehículo y me manifestó que le había dejado las llaves 
del mismo el señor Angel algas miembro de la Policía Nacional Quién fue arrendatario en 
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dicho inmueble y que ya no estaba allí ya que se encontraba con el pase en la ciudad de 
Guayaquil de inmediato se le inhirmó lo que sucedla con dicho automotor es así que el señor 
Molina voluntariamente nos facilité las llaves del automotor para poder tornar respectivo 
procedimiento policial cabe indicar mi. Coronel que dicho vehículo por labores de trabajo lo 
conducía anteriormente un miembro policial de nombres Ángel Giovanni Aldaz Encalada 
el mismo que uabaja en el Distrito Sur, Circuito Gualaquiza y que en la actualidad está 
con el pase a la ciudad de Guayaquil - CR,I4 de dicha localidad, debiendo mencionar que el 
Sr, 	Policía ceso en las funciones el día miércoles 1.0 de junio del presente año. De igual 
manera mi Coronel, debo infoimar qué horas más tarde recibí la llamada del Sr. SboS, 
César Peñafiel de las fuerzas Armadas que labora en la ciudad de Loja quien me informó que 
el señor Policía había sido conviviente de su hija y que el vehículo ha sido comprado por los 
dos, pero que el mismo estaba a nombre de su hija desconociendo el porqué de, la 
separación; así mismo que su hija le había pedido al Sr. Policía que le dejará el vehículo y 
más ahora sabiendo que se iba con el pase ya que al no tener una respuesta positiva ella 
había ido a la P J Erija con el fin de ponerle una denuncia. Copias.  certificadas del Oficio 
No. 2020-339-UPCG-DS-SZNIS-Ne.14 suscrito par el Teniente Pablo Vicente Alvarez 
Castillo Jefe del Distrito Sur de la SZPMSdNro. 14 de fecha 12 de junio 	del 2020 
dirigido al señor Auente Fiscal con sede en el cantón Gualaquiz,a dando a conocer de la 
recuperación de u vehieulo marea Hyundai calor plateado de placas AGJO298, en el 
que consta el recibido. Comprobante do Ingreso (lel vehículo No. P.W2000025 de fecha 30 
de junio del 2020 suscrito por el Teniente de Policía Pablo Vicente Alvarez Castillo y 
Cabo Primero de Policía Orly Ferdinan ledesina Mena, Hoja de Ingreso de vehículos 
retenidos en el Distrito Sur Comprobante de Ingreso del \edúcalo marca Hyundai. de Placas 
AGJ0298 de fecha ni Macas 18 de junio del 2020, Certificación suscrita por el Cabo 
Primero de Policía Diego Taipe Andrade Secretario de la Policía Judicial de la SZPMS 
Ia1.14 encargado con el que se da a conocer que ai0 ha ingresado ningún documento de 
autoridad competente que disponga la devolución del vehículo Marca Hyundai de Placas 
A010298 que se encuentra ingresado un los Patios de la Policía Judicial Morena Santiago. 
Copia certificada del Oficio suscrito por el Abogado Diego Eras Quirola Jefe de 
Operaciones Judicial Loja dirigido al Capitán Victor Auquilla Delgado Jefe de la Policía 
Judicial de Morona Santiago de fecha Loja 23 de julio de 2020 quien adjunta Oficio 
suscrito por la Dra. Carmen Herrera Fiscal de Laja y solicita 	se proceda a dar 
cumplimiento. En el Oficio No. FPLEESR3-0795-2020-001735-0 de fecha Loja a 17 
de julio del 2020 suscrito par la Dra. CIarnien limera Fiscal de Loja 	en las 
Observaciones se hace conocer que de Conformidad con lo preceptuado en el Art. 444 
del Código orgánico Integral penal ha dispuesto la práctica de reconocimiento Técnico 
mecánico del vehículo marca Hytmdai de placas AGJ-0298. Copias certificadas del 
informe de reconocimiento de Evidencia y Avalué de fecha 5 dc 	agosto del 2020 
suscrito por el Cabo primero de Policía Jorge Miguel Recalde Bone Agente Investigador 
de la Policía judicial de Mozona Santiago. Copia certificada del Pa de pantalla de la 
Policía Nacional del Ecuador Dirección Nacional de Comunicaciones con respecto al correo 
que se ha remitido a la señora fiscal de Loja. 	SEXTA.- En un Estado Constitucional de 
Derechos, corno el adoptado por nuestro país con ba Constitución de la República del Ecuador 
del 2008, la persona humana debe ser el objetiva primigenio, donde la misma aplicación e 
interpretación de la ley sólo sea posible en la medida. que esta normativa se ajuste y no 
contradiga la Carta Fundamental. y la Caria Internacional de los Derechos Humanos. Los 
jueces ordinarios frente a una acción constitucional, nos transformarnos en jueces 
constitucionales, y por tanto en los encargadas de la tutela de todos los derechos humanos y 
garantizadores de su efectiva vigencia y práctica, simplemente porque sin derechos humanos 
efectivamente protegidos, no existe democracia y tampoco puede existir constitucionalidad 
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moderna. Norberto Bobbio sostenía que el prohl m de fondo no es tanto fundamentar. los 	C -a . 	.4„ 
derechos humanos cuanto protegerlos. Por su parte, el juez constitucional, en su labor u.  c.a.Sis• 
hermenéutica, tiene mandatos definidos entre los cuales destaca la decidida protección de 
derechos constitucionales. Al juez constitucional le resulta imposible, para cumplir su 
función, mantenerse en el plano de mera aplicación silogística de la nolina, puesto que en 
estas normas, y en particular los derechos, son siempre amplios, abiertos a la definición de 
sus contenidos. El juez constitucional debe esforzarse por hallar las interpretaciones que 
mejor sirvan a la defensa de los derechos constitucionales. Como bien lo dice Robert Alexy, 
los jueces constitucionales ejercen una "representación argumentativa”. La acción de 
protección de acuerdo con lo establecido en el Ata, 88 de la Constitución de la república del 
Ecuador y los artículos 39 y 40 de la Ley On4anica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, tienen un propósito tutelar traducido en objetivos de protección destinados a 
cesar, evitar la comisión o remediar las consecuencias de un acto u omisión ilegítima que 
viole derechos constitucionales protegidos, por lo que es condición sustancial de esta acción 
analizar la conducta impugnada de la autoridad y, corno consecuencia, establecer las medidas 
conducentes a la protección de los derechos constitucionales vulnerados, cuyo daño o 
inminencia de daño, imponga la tutela constitucional efectiva que la acción de protección 
garantiza. En consecuencia es condición de procedencia de la acción de protección la 
verificación de la ilegitimidad en la que haya incurrido la autoridad pública y la posibilidau 
efectiva de la tutela que la acción promueve para garantía. de los derechos constitucionales 
violentados. El Código Orgánico Integral Penal Art. 1 se refiere a 	la Finalidad y 
dice: Este Código tiene como finalidad normar el poder punitivo del Estado, tipificar las 
infracciones penales, establecer el procedimiento para el juzgamiento de las personas con 
estricta observancia del debido proceso, promover la rehabilitación social de las personas 
sentenciadas y la reparación integral, de las víctimas. Siendo la finalidad del Estado de 
derecho la garantía de los derechos fundamentales, los que de acuerdo a la Constitución son 
de aplicación directa e inmediata, y para hacer edectivos los principios se ha expedido la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y es así que el Art. 42 
dice: "Improcedencia de la acción,- La acción de protección de derechos no procede: 
Cuando de los hechos no se desprenda que existe una violación de derechos constitucionales. 
Como hemos podido analizar los elementos aportados y de acuerdo a la normativa que se 
encuentra vigente en la actualidad el Código Orgánico Integral. Penal, 	que ante la 
denuncia del cometimiento de un presunto delito de ejercicio público de la acción ( 
sustracción de su vehículo, -robos); 	cuya titularidad de la acción penal pública la tiene la 
Fiscalía conforme lo establece el Ad 411 del Código Orgánico integral Penal que guarda 
armonía C011 lo previsto en el Am, :95,  de la Constitución de la República del Ecuador 
cuando dice: La Fiscalía dirigirá, de afluir: o a petición de parte, la investigación preprocesai 
y procesal penal; durante el proceso ejercerá la acción pública con sujeción a los principios de 
oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al interés público y a les 
derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a los presimtos infractores ante el juez 
competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del juicio penal. Que en la 
audiencia desarrollada el defensor de la accionante sostiene que se trata de una denuncia. 
por abuso de confianza presentada en contra de un servidor Policía Angel Geovaimy 
Aldáz Encalada, el que de acuerdo al Parte Policial suscrito por el Teniente de Policía 
Pablo Vicente Álvarez Castillo habría. recibido un llamada telefónica del padre de la 
ahora acciónruite Suboficial Cesar Peñafiel, miembro de lis Fuerzas Armadas 	quien le 
habría indicado que el Policía es conviviente de su hija y que el vehículo ha sido 
comprado por los dos", presunto ilícito que de acuerdo a los recaudos procesales se 
encontraría en fase investigatiya, -siendo la justicia ordinaria la vía idónea y eficaz para 
resolver el asunto controvertido-, cte manera que no podemos hablar que exista una 



.1; 

vulneración de un derecho constitucional; sino más bien reflexiono que se trata de Un 
abuso del derecho previsto en el Art. 23 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional toda vez que se ha pretendido desnaturalizar los objetivos de las 
acción de protección, al querer recuperar el automotor mediante la presente acción 
constitucional, muy a pesar que se encuentra abierta una indagación previa en la ciudad 
de Loja y que al ser parte presuntamente agraviada habría sido notificada con todas 
y cada una de las actuaciones; 	por lo eme considero, 	más bien que el profesional 
debería actuar observando los principios de 	buena le, sugiriéndole 	tener presente lo 
previsto en el 	Art. 26 del Código Organice de la Función Judicial en armonía con el 
Art 174 inciso segundo 	de la Constitución de la República del Ecuador. 	Por lo 
expuesto y sin entrar a analizar otras consideraciones el suscrito Juez, 
ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMI3RE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE-  LA .CONSTITUCION Y LAS LEYES DE LA 
REPÚBLICA resuelvo negar la Acción de Protección propuesta por la ciudadana 
GENESIS jANINNA PEÑATIEL JIMENEZ, Déjese copia de esta resolución en los 
libros correspondientes. Las disposiciones legales aplicables al caso se encuentran insertas en 
el mismo. Acorde a lo establecido en el numeral 5 del Art. 86 de la Constitución de la 
República del Ecuador y una vez que ejecutorinda remítase copia a la Corte Constitucional. 
Intervenga la Abogada Tatiana Correa Parra Secretaria de esta Judicatura. Hágase saber y 
cúmplase. 

BEI,T o 

En Morona, miércoles nueve de septiembre del dos mil veinte, a partir de las diez horas y 
dieciocho minutos, mediante boletas judiciales notifiqué In SENTENCIA que antecede a: 
PENAFIEL JIMENEZ GENES-1S IANTNNA en el corren electrónico 
juridiea8024luisvilla@hounalcam, en el canillera electrónico No, 1104024268 del Dr./Ab. 
LUIS ALBERTO VILLAVICENCIO QUEZADA. VICTOR AUQUILLA DELGADO - 
JEFE DE LA POLICÍA JUDICIAL DE MACAS en el correo electrónico 
angeh-r_1981@hotmail.cotu, 	 c o m parecenci as(&dgp-polina gob.ec;  
tbsubzonamoronas@gmail.com, en el casillero electrónico No. 1400418594 del Dr./Ab. 
ANGEL EDUJAIRDO R A MON PODAS; 	en e] correo electrónico 
rwursoshumanose,p 1 7@4yahoo.es. PROCURADUR1A GENERAL DEL ESTADO en el 
correo electrónico 1wronviengl.hotmaILes, bvasquez(42e.gob.cc, raveros@pge.gob.cc;  
mmesa@pge.gob.ec, ryampis@pge.gottec. 	t Las), 1-Cr ectiónico No. 1400589816 del 
Dr./Ab.'BYRON FERNANDO VASO(' .1  't.' GA.1'je Tertilico. 
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CERTIFICO: Que esta copia es igual a su original 
constante en 	fojas, dentro del proceso, 
Indagación o Contravención 1415S -20)0 -00634 
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RAZON: Siento como tal que la Sentencia emitida en fecha Morona, miércoles 09 dep  

septiembre del 2020 las 10h10, se encuentra ejecutoriada por el Ministerio de'  la 

LO 	TC07-G_eitgal Proaño, septiembre 17 del 2020. 
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GENERAL PROAÑO-MACAS-MORONA SANTIAGO 

14255-2020-00637-0FICIO-04014-2020 

General Proaño, septiembre 17 del 2020 

Señores 
CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 
Quito 

De mis consideraciones: 

Dentro del expediente signado con el No. 14255-2020-00637, que por ACCION DE 
PROTECCION sigue GENESIS JANINA PEÑAFIEL JIMENEZ en contra del Señor 
Jefe de la Policía Judicial de Macas Capitán VICTOR AUQUILLA DELGADO, dando 
cumplimiento a lo dispuesto por el señor Juez Dr. Hitler Beltrán Salinas en sentencia 
emitida en fecha Morona, miércoles 9 de septiembre del 2020, las 10h18, adjunto a 
la presente la copia certificada de dicha sentencia, constante en cinco (5) fojas. 

Particular que informo para los fines legales pertinentes. 
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